
En atención a lo dispuesto en el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de 

Amparo, así como en la jurisprudencia de rubro: “PROYECTOS DE 

RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y 

DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN 

PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA 

CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA 

GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE 

UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO 

INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS1”, a 

continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia del 

amparo en revisión 365/2017 en la cual se realiza el estudio de 

constitucionalidad respectivo: 

 

AMPARO EN REVISIÓN 365/2017. 
QUEJOSA Y RECURRENTE: DISTRIBUIDORA 
LIVERPOOL, SOCIEDAD ANÓNIMA DE 
CAPITAL VARIABLE Y OTRAS. 
RECURRENTE EN VÍA ADHESIVA: 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. 

 
 
Vo.Bo. 
Señora Ministra 
 
 
PONENTE: MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ. 
SECRETARIO: ADRIÁN GONZÁLEZ UTUSÁSTEGUI. 
 

 

Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión de (…) de dos mil 

diecisiete. 

                                                           
1 Jurisprudencia P./J 53/2014 (10ª.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Pleno, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I, Página 61. 
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C O N S I D E R A N D O: 

1. SEXTO. Análisis de los agravios. A continuación se procede al examen 

de los argumentos formulados por la quejosa en contra de la sentencia 

recurrida. 

2. I. Principios de equidad tributaria, igualdad, no discriminación y 

seguridad jurídica. 

3. En esencia aducen las recurrentes en sus agravios que en la sentencia 

recurrida no analizó sistemáticamente todos los conceptos de violación 

que se le hicieron valer, pues no se estudió correctamente la 

proporcionalidad y razonabilidad de la medida en relación con el principio 

de equidad tributaria y que no bastaba que el legislador hubiera justificado 

una finalidad, para considerar que el trato inequitativo tenía sustento, si no 

existía un motivo constitucionalmente válido.  

4. Que debió considerarse a todas las empresas en tanto que aportan valor a 

la economía nacional y al crecimiento de otras empresas, para finalmente 

establecer que sí hay un trato diferenciado entre sujetos en igualdad de 

circunstancias, que encuentra sustento en el monto de los ingresos que 

percibieron los contribuyentes en el ejercicio inmediato anterior lo cual no 

es un elemento objetivo. 

5. Que el legislador ya ha reconocido que el estímulo es una herramienta no 

capaz de fomentar la inversión en la pequeña y mediana empresa, lo cual 

evidencia que la medida legislativa no obedece a una finalidad legítima; sin 

que el estímulo de deducción inmediata sea un medio idóneo y 

constitucionalmente justificable para otorgar un beneficio sólo a un sector 

de contribuyentes y a otros no. 
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6. Además, que en la sentencia se omitió analizar de forma completa su 

segundo concepto de violación, por el cual alegaron que la norma 

reclamada vulneraba los principios de igualdad, no discriminación y 

seguridad jurídica, en relación con los principios de razonabilidad y 

proporcionalidad de la medida, porque en ese concepto de violación se 

hizo valer que el legislador no justificó el tratamiento dispar, además que 

no podía actuar en exceso de poder ni arbitrariamente. 

7. Los argumentos de agravio resultan infundados. 

8. De la sentencia recurrida se advierte que la Jueza de Distrito precisó 

analizaría los argumentos de la quejosa a partir del principio de equidad 

tributaria, pues indicó que el estímulo que contenía la norma reclamada 

tenía incidencia en la determinación de la base gravable, en tanto que 

guardaba relación con las deducciones autorizadas, entre las que se 

encontraban las inversiones de activo fijo. 

9. Además, en la sentencia recurrida con base en las razones contenidas en 

los documentos que integran el proceso legislativo de la norma reclamada, 

se concluyó que el estímulo fiscal en ella contenida trataba de impulsar la 

inversión en las micro, pequeñas y medianas empresas, así como en 

sectores estratégicos a fin de estimular el crecimiento de la economía 

nacional, la competitividad, la generación de empleos y la consolidación de 

dichos negocios.  

10. Ello aunado a que con esa medida permitía no sólo la reactivación de la 

economía, sino también que se mantuviera la competitividad en el contexto 

internacional y se promoviera el crecimiento de ciertos rubros como lo eran 

las actividades empresariales con determinados ingresos, incluyéndose los 

que iniciaran actividades, así como los vinculados con la construcción y la 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 365/2017 
 

4 
 

ampliación de infraestructura de transporte, así como los que se relacionan 

con la Ley de Hidrocarburos, así como con equipo para la generación, 

transporte, distribución y suministro de energía, de manera que respondía 

a los fines sociales y económicos, para darle solución a una problemática 

nacional como era el actual entorno económico adverso de la economía.  

11. Asimismo, se precisó en la sentencia recurrida que eran razonables los 

parámetros cualitativos y cuantitativos para determinar los supuestos para 

acceder al estímulo fiscal, ya que atendían a criterios objetivos de índole 

fiscal, además que no existía una afectación innecesaria o desmedida en 

aquellas personas que no estaban incluidas, porque podrían realizar las 

deducciones de las inversiones efectuadas de bienes nuevos de activo fijo, 

de conformidad con las normas generales de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. 

12. De lo anterior destaca, que con independencia de la metodología 

empleada en la sentencia recurrida, en ella se efectuó el análisis de la 

norma a partir del principio de equidad tributaria y concluyó que existe una 

justificación objetiva y razonable para otorgar el estímulo fiscal sólo a 

determinados contribuyentes que realicen ciertas actividades, por lo que 

no se vulneraba el citado principio de justicia tributaria. 

13. Lo que hace infundado el argumento de las quejosas en cuanto a que no 

se analizaron sus planteamientos de vulneración de los principios de 

igualdad, no discriminación y seguridad jurídica, en relación con los 

principios de razonabilidad y proporcionalidad de la medida. 

14. Ahora bien, para justificar lo infundado de los agravios formulados por las 

recurrentes en relación con el principio de equidad tributaria, debe tenerse 

presente que el Tribunal Pleno de este Alto Tribunal determinó que el 
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principio de equidad tributaria consiste en que los gobernados deben 

recibir el mismo trato cuando se ubican una idéntica situación frente a la 

norma jurídica que los regula, lo que a su vez implica que las disposiciones 

tributarias deben tratar de manera igual a quienes se encuentren en una 

misma situación, por lo que si una conducta concreta produce distinción 

entre situaciones tributarias que pueden considerarse iguales sin que 

exista para ello una justificación objetiva y razonable, dicho actuar 

resultará inconstitucional por inequitativo.  

15. Adicionalmente, sustentado que dicho principio también exige que se 

otorgue un trato diferenciador para los sujetos que se encuentren en 

situaciones tributarias desiguales, lo que implica que no toda desigualdad 

de trato ante la ley resulta inconstitucional, sino únicamente cuando 

produce distinción entre situaciones tributarias iguales si no existe para ello 

una justificación objetiva y razonable, como antes se dijo2. 

16. Por otro lado, esta Primera Sala ha sostenido que, dado el análisis que 

debe hacerse del principio fundamental de igualdad, o bien, de equidad en 

materia tributaria, en ciertos casos no es posible realizar distinciones, 

mientras que en otros supuestos estará permitido o incluso exigido 

constitucionalmente, y que cuando la ley distingue entre dos o varios 

hechos, sucesos o personas, se requiere analizar: i) si la distinción 

descansa en una base objetiva y razonable o es una discriminación 

constitucionalmente vedada; ii) la racionalidad o adecuación de la 

distinción hecha por el legislador; iii) si se cumple con el requisito de la 

                                                           
2 Tal como se advierte de la jurisprudencia P./J. 41/97 visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo V, junio de 1997, página 43 de rubro: “EQUIDAD TRIBUTARIA. SUS 
ELEMENTOS”. 
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proporcionalidad; y, iv) establecer en cada caso el referente sobre la cual 

se predica la igualdad3. 

17. Este último aspecto es imprescindible, pues la igualdad es un principio y 

un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo que se atribuye 

siempre a algo; así, ese referente es relevante al momento de realizar el 

control de constitucionalidad de leyes, porque la Norma Fundamental 

permite que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para 

desarrollar su labor normativa, mientras que en otros insta al juez 

constitucional a ser especialmente exigente cuando deba determinar si el 

legislador ha respetado las exigencias derivadas del principio mencionado. 

                                                           
3 Tal como se advierte de la 1a./J. 55/2006 visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXIV, septiembre de 2006, página 75, que leva por rubro y texto los siguientes: 
“IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL. La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio complejo que no sólo 
otorga a las personas la garantía de que serán iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las 
normas y de usuarios del sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en relación con su 
contenido). El principio de igualdad debe entenderse como la exigencia constitucional de tratar igual a los 
iguales y desigual a los desiguales, de ahí que en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, 
mientras que en otras estará permitido o, incluso, constitucionalmente exigido. En ese tenor, cuando la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios 
hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y 
razonable o si, por el contrario, constituye una discriminación constitucionalmente vedada. Para ello es 
necesario determinar, en primer lugar, si la distinción legislativa obedece a una finalidad objetiva y 
constitucionalmente válida: el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que 
debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos admisibles dentro de los límites marcados 
por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en ellas. En segundo lugar, es necesario 
examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha por el legislador: es necesario que la 
introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere 
alcanzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria y el fin 
pretendido. En tercer lugar, debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: el legislador no puede 
tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, de 
manera que el juzgador debe determinar si la distinción legislativa se encuentra dentro del abanico de 
tratamientos que pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de 
la ley y los bienes y derechos constitucionales afectados por ella; la persecución de un objetivo constitucional 
no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos. Por último, es de gran importancia determinar en cada caso respecto de qué 
se está predicando con la igualdad, porque esta última constituye un principio y un derecho de carácter 
fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de 
realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos 
ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros insta al 
Juez a ser especialmente exigente cuando deba determinar si el legislador ha respetado las exigencias 
derivadas del principio mencionado”. 
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18. Ahora bien, en relación con lo anterior, esta Primera Sala ha establecido 

que es necesario distinguir la intensidad con la que deben evaluarse las 

diferenciaciones por parte del legislador, lo cual obedece al diseño y 

contenido del texto constitucional.  

19. Así, tratándose de las normas de índole económico o tributario, por regla 

general, la intensidad del análisis debe ser poco estricto, con el fin de no 

vulnerar la libertad política del legislador en esos campos, en los cuales la 

Constitución General prevé una amplia capacidad de intervención y 

regulación diferenciada del Estado. Sin que ello signifique algún tipo de 

renuncia por este Alto Tribunal el ejercicio de su competencia de control 

constitucional, sino que en ciertas materias el legislador goza de mayor 

discrecionalidad constitucional, por lo que en esos temas la intensidad de 

su control se ve limitada.  

20. Cosa distinta pasa en aquellos casos en los que el legislador tiene una 

limitada discrecionalidad, pues en esos supuestos el escrutinio judicial 

debe entonces ser más estricto, tal como es el caso de alguno de los 

criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1 constitucional (el 

origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 

condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 

preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 

libertades de las personas), el juzgador para examinar su 

constitucionalidad a la luz del principio de igualdad debe hacer una análisis 

estricto, es decir, debe existir una motivación reforzada por parte del 

creador de la norma4. 

                                                           
4 Robustece lo anterior la jurisprudencia 1a./J. 66/2015 (10a.) publicada en el Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 23, octubre de 2015, Tomo II, página 1462 de rubro y texto siguientes: 
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21. Así, esta Primera Sala estima que el análisis del principio de equidad, para 

el caso que nos ocupa, requiere de un mínimo y no de un máximo de 

justificación, por lo que basta que la intervención legislativa persiga una 

finalidad objetiva y constitucionalmente válida, exigiéndose un mínimo de 

idoneidad entre el medio y su finalidad, además de que debe existir un 

mínimo de proporcionalidad entre el medio elegido y el fin buscado que 

justifique la intervención legislativa diferenciada entre los sujetos 

comparables. 

22. En el caso, el tópico de inequidad recae en el artículo tercero transitorio, 

fracciones II, III y IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta para dos mil 

dieciséis, por lo que se procede a reproducir a continuación:  

“Artículo tercero. Para efectos de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta se aplicarán las siguientes disposiciones: 

(…) 

II. Se otorga el siguiente estímulo fiscal a los 
contribuyentes que a continuación se señalan: 

i) Quienes tributen en los términos de los Títulos II o IV, 
Capítulo II, Sección I de esta Ley, que hayan obtenido 
ingresos propios de su actividad empresarial en el ejercicio 
inmediato anterior de hasta 100 millones de pesos. 

Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior que 
inicien actividades, podrán aplicar la deducción prevista en 

                                                                                                                                                                                 

“IGUALDAD. CUANDO UNA LEY CONTENGA UNA DISTINCIÓN BASADA EN UNA CATEGORÍA 
SOSPECHOSA, EL JUZGADOR DEBE REALIZAR UN ESCRUTINIO ESTRICTO A LA LUZ DE AQUEL 
PRINCIPIO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que cuando una ley contiene una distinción 
basada en una categoría sospechosa, es decir, en alguno de los criterios enunciados en el último párrafo del 
artículo 1o. constitucional (el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas), el juzgador debe realizar un escrutinio estricto de la medida para examinar su constitucionalidad a la luz 
del principio de igualdad, puesto que estas distinciones están afectadas de una presunción de inconstitucionalidad. 
Si bien la Constitución no prohíbe que el legislador utilice categorías sospechosas, el principio de igualdad 
garantiza que sólo se empleen cuando exista una justificación muy robusta para ello”. 
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los apartados A o B de esta fracción, según se trate, 
cuando estimen que sus ingresos del ejercicio no 
excederán del límite previsto en el párrafo anterior. Si al 
final del ejercicio exceden del límite previsto en el párrafo 
anterior, deberán cubrir el impuesto correspondiente por la 
diferencia entre el monto deducido conforme a esta 
fracción y el monto que se debió deducir en cada ejercicio 
en los términos de los artículos 34 y 35 de esta Ley. 

ii) Quienes efectúen inversiones en la construcción y 
ampliación de infraestructura de transporte, tales como, 
carretera, caminos y puentes. 

iii) Quienes realicen inversiones en las actividades 
previstas en el artículo 2, fracciones II, III, IV y V de la Ley 
de Hidrocarburos, y en equipo para la generación, 
transporte, distribución y suministro de energía. 

El estímulo consiste en efectuar la deducción inmediata de 
la inversión de bienes nuevos de activo fijo, en lugar de las 
previstas en los artículos 34 y 35 de esta Ley, deduciendo 
en el ejercicio en el que se adquieran los bienes, la 
cantidad que resulte de aplicar al monto original de la 
inversión, únicamente los por cientos que se establecen en 
esta fracción. La parte de dicho monto que exceda de la 
cantidad que resulte de aplicar al mismo el por ciento que 
se autoriza en esta fracción, será deducible únicamente en 
los términos de la fracción III. 

Los por cientos que se podrán aplicar para deducir las 
inversiones a que se refiere esta fracción, para los 
contribuyentes a que se refiere el inciso i) de está fracción, 
son los que a continuación se señalan: 

Se reproduce. 

Los por cientos que se podrán aplicar para deducir las 
inversiones a que se refiere esta fracción, para los 
contribuyentes a que se refieren los incisos ii) y iii) de esta 
fracción, son los que a continuación se señalan: 

Se reproduce. 
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En el caso de que el contribuyente se dedique a dos o más 
actividades de las señaladas en esta fracción, se aplicará 
el por ciento que le corresponda a la actividad en la que 
hubiera obtenido la mayor parte de sus ingresos en el 
ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se realice la 
inversión. 

La opción a que se refiere esta fracción, no podrá 
ejercerse cuando se trate de mobiliario y equipo de oficina, 
automóviles, equipo de blindaje de automóviles, o 
cualquier bien de activo fijo no identificable individualmente 
ni tratándose de aviones distintos de los dedicados a la 
aerofumigación agrícola. 

Para los efectos de esta fracción, se consideran bienes 
nuevos los que se utilizan por primera vez en México. 

Los contribuyentes que apliquen el estímulo fiscal previsto 
en esta fracción, para efectos del artículo 14, fracción I de 
esta Ley, adicionarán a la utilidad fiscal o reducirán de la 
pérdida fiscal del ejercicio por el que se calcule el 
coeficiente, según sea el caso con el importe de la 
deducción a que se refiere esta fracción. 

Quienes apliquen este estímulo, podrán disminuir de la 
utilidad fiscal determinada de conformidad con el artículo 
14, fracción III de esta Ley, el monto de la deducción 
inmediata efectuada en el mismo ejercicio, en los términos 
de esta fracción. El citado monto de la deducción 
inmediata, se deberá disminuir, por partes iguales, en los 
pagos provisionales correspondientes al ejercicio fiscal de 
que se trate, a partir del mes en que se realice la inversión. 
La disminución a que refiere esta fracción se realizará en 
los pagos provisionales del ejercicio de manera 
acumulativa. Para efectos de este párrafo, no se podrá 
recalcular el coeficiente de utilidad determinado en los 
términos del artículo 14, fracción I de esta Ley. 

Se deberá llevar un registro específico de las inversiones 
por las que se tomó la deducción inmediata en los 
términos previstos en esta fracción, anotando los datos de 
la documentación comprobatoria que las respalde y 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 365/2017 
 

11 
 

describiendo en el mismo el tipo de bien de que se trate, el 
por ciento que para efectos de la deducción le 
correspondió, el ejercicio en el que se aplicó la deducción 
y la fecha en la que el bien se dé de baja en los activos del 
contribuyente. 

Para los efectos del artículo 5 de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, la deducción inmediata establecida en 
esta fracción, se considera como erogación totalmente 
deducible, siempre que se reúnan los requisitos 
establecidos en esta Ley. 

III. Los contribuyentes que ejerzan la opción prevista en la 
fracción anterior, por los bienes a los que la aplicaron, 
estarán a lo siguiente: 

a) El monto original de la inversión se podrá ajustar 
multiplicándolo por el factor de actualización 
correspondiente al periodo comprendido desde el mes en 
el que se adquirió el bien y hasta el último mes de la 
primera mitad del periodo que transcurra desde que se 
efectuó la inversión y hasta el cierre del ejercicio de que se 
trate. 

El producto que resulte conforme al párrafo anterior, se 
considerará como el monto original de la inversión al cual 
se aplica el por ciento a que se refiere la fracción anterior 
por cada tipo de bien. 

b) Considerarán ganancia obtenida por la enajenación de 
los bienes, el total de los ingresos percibidos por la misma. 

c) Cuando los bienes se enajenen, se pierdan o dejen de 
ser útiles, se podrá efectuar una deducción por la cantidad 
que resulte de aplicar, al monto original de la inversión 
ajustado con el factor de actualización correspondiente al 
periodo comprendido desde el mes en el que se adquirió el 
bien y hasta el último mes de la primera mitad del periodo 
en el que se haya efectuado la deducción señalada en la 
fracción anterior, los por cientos que resulten conforme al 
número de años transcurridos desde que se efectuó la 
deducción de la fracción anterior citada y el por ciento de 
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deducción inmediata aplicado al bien de que se trate, 
conforme a lo siguiente: 

Para los contribuyentes a que se refiere el inciso i) de la 
fracción II, aplicarán respectivamente para 2016 y 2017, 
las siguientes tablas. 

Para los efectos de esta fracción, cuando sea impar el 
número de meses del periodo a que se refieren los incisos 
a) y c) de esta fracción, se considerará como último mes 
de la primera mitad el mes inmediato anterior al que 
corresponda la mitad del periodo. 

IV. La deducción prevista en la fracción II, únicamente será 
aplicable en los ejercicios fiscales de 2016 y 2017, 
conforme a los porcentajes previstos en dicha fracción. 

Los contribuyentes a que se refiere la citada fracción II, 
podrán aplicar la deducción por las inversiones que 
efectúen entre el 1 de septiembre y el 31 de diciembre de 
2015, en los términos previstos en dicha fracción para el 
ejercicio 2016, al momento de presentar la declaración 
anual del ejercicio fiscal de 2015. 

Para los efectos del artículo 14, fracción I de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, los contribuyentes que en el 
ejercicio 2017 apliquen la deducción inmediata de la 
inversión de bienes nuevos de activo fijo, deberán calcular 
el coeficiente de utilidad de los pagos provisionales que se 
efectúen durante el ejercicio 2018, adicionando la utilidad 
fiscal o reduciendo la pérdida fiscal del ejercicio 2017, 
según sea el caso, con el importe de la deducción a que se 
refiere la fracción II…”. 

23. De la norma reclamada se advierte tres apartados respecto del estímulo 

fiscal que nos ocupa, a saber: 

 Se otorga un estímulo fiscal a favor de quienes: i) hayan obtenido ingresos 

propios de su actividad empresarial en el ejercicio inmediato anterior de 

hasta $100’000,000.00 (cien millones de pesos); ii) efectúen inversiones en 
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la construcción y ampliación de infraestructura de transporte; iii) realicen 

inversiones en las actividades previstas en el artículo 2, fracciones II 

(tratamiento, refinación, enajenación, comercialización, transporte y 

almacenamiento del petróleo), III (procesamiento, compresión, 

licuefacción, descompresión y regasificación, así como el transporte, 

almacenamiento, distribución, comercialización y expendio al público de 

gas natural), IV (transporte, almacenamiento, distribución, comercialización 

y expendio al público de petrolíferos) y V (transporte por ducto y el 

almacenamiento que se encuentre vinculado a ductos, de petroquímicos) 

de la Ley de Hidrocarburos5, y en equipo para la generación, transporte, 

distribución y suministro de energía. 

 El beneficio consiste en efectuar la deducción inmediata de la inversión de 

bienes nuevos de activo fijo a los porcentajes establecidos en el citado 

numeral, en lugar de las previstas en los artículos 34 y 35 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, deduciendo en el ejercicio en el que se 

adquieran los bienes. 

 Se establece la mecánica para determinar el valor del bien nuevo de activo 

fijo. 

 La temporalidad del beneficio fiscal es por los ejercicios fiscales de dos mil 

quince (sólo por los bienes adquiridos en el último cuatrimestre del 

ejercicio), dieciséis y dos mil diecisiete.  

                                                           
5 “Artículo 2. Esta Ley tiene por objeto regular las siguientes actividades en territorio nacional: 
I. El Reconocimiento y Exploración Superficial, y la Exploración y Extracción de Hidrocarburos; 
II. El Tratamiento, refinación, enajenación, comercialización, Transporte y Almacenamiento del Petróleo; 
III. El procesamiento, compresión, licuefacción, descompresión y regasificación, así como el Transporte, 
Almacenamiento, Distribución, comercialización y Expendio al Público de Gas Natural; 
IV. El Transporte, Almacenamiento, Distribución, comercialización y Expendio al Público de Petrolíferos, y 
V. El Transporte por ducto y el Almacenamiento que se encuentre vinculado a ductos, de Petroquímicos”. 
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24. De lo anterior, se tiene que la norma reclamada establece un beneficio 

fiscal consistente en permitir deducir a porcentajes mayores de los 

establecidos en la Ley del Impuesto sobre la Renta (deducción inmediata) 

los bienes nuevos de activo fijo, por los ejercicios fiscales de dos mil 

quince sólo por los bienes adquiridos en el último cuatrimestre del 

ejercicio), dieciséis y dos mil diecisiete; ello a favor únicamente de las 

personas que hayan obtenido en el ejercicio inmediato anterior una 

cantidad inferior de 100’000,000.00 (cien millones de pesos), quienes 

inviertan en infraestructura de transporte, en ciertas ramas y equipo 

relacionados con el sector energético.  

25. En esa línea argumentativa, se advierte que las normas reclamadas no 

hacen alguna distinción basada en las categorías sospechosas a que se 

refiere el artículo 1 constitucional; por tanto, no se advierten razones que 

justifiquen la necesidad de realizar una motivación reformada por parte del 

legislador, o bien, ser especialmente exigente en el examen de 

razonabilidad con motivo de la distinción legislativa. 

26. De ahí que, contrario a lo aducido por las recurrentes, el estudio de 

diferenciador que se haga de las normas reclamadas no debe hacerse de 

una forma estricta, sino como se ha venido sustentando, debe hacerse un 

análisis laxo, a efecto de no intervenir en la libertad configurativa que en 

materia tributaria goza el legislador. 

27. En efecto, el análisis del trato diferenciado entre sujetos no se presenta en 

todos los casos, sólo porque se dice que se encuentra involucrado el 

derecho fundamental de igualdad, o como en el caso, el principio de 

equidad tributaria, sino que, como antes se dijo, ello ocurre cuando se 

encuentra involucrada una de las categorías sospechosas a que se refiere 
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el artículo 1 constitucional (el origen étnico o nacional, el género, la edad, 

las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la 

religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 

otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las personas). 

28. Además, la norma reclamada guarda relación con el ámbito tributario, 

materia en la cual el legislador goza de un mayor margen de 

discrecionalidad, máxime que no impacta en las citadas categorías 

sospechosas a que se hace referencia en el párrafo anterior; de ahí que el 

escrutinio de constitucionalidad deberá realizarse bajo un parámetro laxo o 

poco estricto. 

29. Dicho lo anterior, cabe agregar que que conforme al artículo 31, fracción 

IV, de la Constitución General, lo ordinario no es el otorgamiento de 

beneficios fiscales, sino el pago de contribuciones por todos los sujetos 

que cuenten con un nivel económico mínimo, es decir, en atención a su 

capacidad de contribuir, por lo que los beneficios fiscales como como las 

exenciones, las condonaciones, los estímulos fiscales, los créditos fiscales 

para disminuir cargas tributarias, entre otros, deben reducirse al mínimo. 

30. Determinación que esta Primera Sala ha sustentado en diversas 

ocasiones, y lo que ha quedado reflejado en la tesis 1a. IX/2009 de rubro: 

“GENERALIDAD TRIBUTARIA. NATURALEZA JURÍDICA Y ALCANCES 

DE ESE PRINCIPIO”6.  

                                                           
6 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, enero de 2009, 
página 552, de texto siguiente: “Entre otros aspectos inherentes a la responsabilidad social a que se refiere el 
artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, está la obligación de contribuir establecida 
en el artículo 31, fracción IV, constitucional, resultando trascendente que cuando el legislador define la forma y 
términos en que ha de concurrirse al gasto público, considere a todas las personas -físicas o morales- que 
demuestren capacidad susceptible de gravamen, sin atender a criterios como la nacionalidad, estado civil, clase 
social, religión, raza, etcétera; y, en su caso, que las excepciones aplicables obedezcan a objetivos de política 
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31. Esto es, los vehículos jurídicos para el otorgamiento de determinados 

beneficios (estímulos fiscales, en el caso), no constituyen una regla 

general en nuestro sistema tributario, sino son excepciones aceptadas 

constitucionalmente, pero restringidas por la necesidad de satisfacer otros 

objetivos tutelados en la Constitución General; por tanto, bajo la línea 

argumentativa expuesta en párrafos anteriores, el análisis de la 

constitucionalidad de los beneficios fiscales debe hacerse en función de 

las justificaciones sustentadas por el legislador, pero ello bajo un escrutinio 

poco estricto. 

32. Robustece lo anterior, lo decidido por esta Primera Sala en la tesis 1a. 

CIX/2010 de rubro: “ESTÍMULOS FISCALES ACREDITABLES. SU 

OTORGAMIENTO IMPLICA DAR UN TRATO DIFERENCIADO, POR LO 

QUE EL AUTOR DE LA NORMA LO DEBE JUSTIFICAR, SIN QUE SEA 

NECESARIO APORTAR RAZONES SOBRE LOS CASOS A LOS QUE 

NO SE OTORGA EL BENEFICIO RESPECTIVO”7. 

                                                                                                                                                                                 

general, sociales o culturales considerados de ineludible cumplimiento. Así, el principio de generalidad tributaria se 
configura como la condición necesaria para lograr la igualdad en la imposición y como un mandato dirigido al 
legislador tributario para que al tipificar los hechos imponibles de los distintos tributos agote, en lo posible, todas las 
manifestaciones de capacidad económica, buscando la riqueza donde ésta se encuentra. Ahora bien, dicho 
principio se presenta bajo dos ópticas: la primera, en sentido afirmativo, implica que todos deben contribuir, por lo 
que corresponde al legislador cuidar que los signos demostrativos de capacidad de alguna forma se plasmen en 
una norma tributaria como supuesto de hecho al que se vincula la obligación de contribuir; de manera que nadie 
tiene un derecho constitucionalmente tutelado a una exención tributaria, lo cual no implica que no habrá 
excepciones, considerando que la causa que legitima dicha obligación es la existencia de capacidad idónea para 
tal fin. La segunda óptica, en sentido negativo, se refiere a la prohibición de privilegios o áreas inmunes al pago de 
tributos, quedando prohibida la exención no razonable a los dotados de capacidad contributiva; de ahí que las 
exenciones -y, en general, las formas de liberación de la obligación- deben reducirse a un mínimo, si no 
abiertamente evitarse y, en todo caso, deben justificarse razonablemente en el marco constitucional, pues debe 
reconocerse que este postulado puede ser desplazado o atenuado, como medida excepcional, ante la necesidad 
de satisfacer otros objetivos constitucionalmente tutelados, adicionalmente al que ordinariamente corresponde a los 
tributos, es decir, la recaudación de recursos para el sostenimiento de los gastos públicos. Resulta conveniente 
precisar que lo señalado tiene primordial aplicación tratándose de impuestos directos que gravan la renta obtenida 
por las personas, dado que las exenciones tributarias pueden obedecer a lógicas completamente diferentes en 
otras contribuciones”. 
7 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, septiembre de 
2010, página 181, de texto siguiente: “Al establecer un trato diferenciado en materia de beneficios fiscales, como lo 
son los estímulos acreditables que se otorgan con ese carácter, el autor de la norma respectiva debe proporcionar 
justificaciones, motivos o razones. En efecto, si nos encontramos ante créditos fiscales que conceden estímulos, 
que promocionan ciertas conductas, que no se otorgan por razones estructurales, sino que son el vehículo para el 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 365/2017 
 

17 
 

33. Expuestas las precisiones anteriores, al revisar las razones que adujo el 

creador de la norma para establecer un estímulo consistente en la 

deducción inmediata de bienes nuevos de activo fijo previsto en el artículo 

tercero transitorio, fracciones II, III y IV, de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta para dos mil dieciséis, se advierte que esa decisión se tomó para 

efectos de incentivar ciertos sectores de la industria. 

34. En efecto, del proceso legislativo que dio origen a la norma reclamada, se 

hizo notar lo siguiente:  

35. Exposición de motivos.  

“… A. Ley del Impuesto sobre la Renta.  

1. Medidas para promover el ahorro y la inversión. 

I. Deducciones personales. 

(…) 

                                                                                                                                                                                 

otorgamiento de determinados beneficios, que no resultan exigibles constitucionalmente, y que de algún modo 
están en tensión con las implicaciones del principio de generalidad tributaria, ello tiene implicaciones en lo que se 
refiere a las razones que debería ofrecer el legislador al justificar el otorgamiento del estímulo fiscal en comento. 
De esta forma, resulta radicalmente distinto acercarse al tema de la motivación legislativa en los casos en los que 
el gobernado denuncia que la legislación ordinaria establece un trato diferenciado que tiene como efecto privarle de 
un derecho constitucionalmente tutelado, restando a la esfera jurídica del quejoso, que en aquellos en los que el 
trato diferenciado se reduce a otorgar beneficios a terceros. Si, como ha sostenido esta Sala, lo ordinario no es la 
exención o, para el caso, el otorgamiento del beneficio fiscal, sino la causación y cálculo del gravamen en los 
términos legales, la carga justificatoria -la carga argumental al momento de legislar- no debe en estos casos pesar 
sobre las razones por las que no se establece el gravamen -o bien, sobre las razones por las que no se otorga el 
estímulo- pues tales extremos no son sólo "ordinarios" o "esperados", sino que son demandados por la propia 
Constitución, al derivar del principio de generalidad en la tributación. En tales circunstancias, bastará que el 
legislador justifique por qué otorga el crédito para determinados casos, sin que pueda obligársele a precisar las 
razones por las que no lo hizo en los restantes, pues no debe pasarse por alto que la persona o personas que no 
cuentan con el estímulo otorgado por el legislador, no están pagando una obligación fiscal excesiva o desajustada 
en relación con la capacidad contributiva que legitima la imposición del gravamen, y que sirve de medida para su 
determinación en cantidad líquida. Así, se aprecia que la situación ordinaria a la luz de lo dispuesto por la 
Constitución es no contar con la medida de minoración promotora de ciertas conductas. Por ello, si algo debe 
justificar el legislador cuando establece exenciones, o cuando autoriza beneficios y estímulos acreditables, son las 
razones por las que se siente autorizado a introducirlos en la legislación fiscal, pues se erigen en excepción al 
programa constitucional, al hacer que determinadas manifestaciones de capacidad, idóneas para contribuir al 
levantamiento de las cargas públicas, dejen de hacerlo”. 
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II. Deducción inmediata de inversiones a empresas de 
menor escala y en sectores estratégicos. 

La estructura productiva del país está conformada 
predominantemente por unidades económicas de menor 
escala. De acuerdo con los Censos Económicos 2014 que 
publica el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI), el 99.8% de los establecimientos son micro, 
pequeños y medianos negocios, los cuales generan 6 de 
cada 10 puestos de trabajo. Sin embargo, estos 
establecimientos sólo contribuyen con el 19% de la 
producción nacional. Esta baja participación en la 
producción nacional se explica, entre otros factores, por 
los reducidos niveles de inversión que efectúan. Para 
atender esta situación y reconociendo la importancia de 
estas empresas en la generación de empleos, el Ejecutivo 
Federal a mi cargo propone adoptar medidas para 
propiciar una mayor inversión por parte de estas 
empresas. Con ello se busca impulsar su competitividad, 
así como facilitar su inserción como proveedores de las 
cadenas productivas. 

Por otra parte, existen sectores que inciden sobre la 
competitividad de la economía en su conjunto, al impactar 
los costos de producción de todas las empresas. Entre 
ellos sobresalen el insumo esencial que es la energía, y la 
disponibilidad y calidad de la infraestructura de transporte. 
Por ello, se propone establecer medidas para impulsar la 
inversión en los sectores dedicados a la creación y 
ampliación de infraestructura de transporte, así como en 
los dedicados a la producción y distribución de energía. 

En este contexto, se propone incluir una disposición de 
carácter temporal, para permitir en todo el país la 
deducción inmediata de inversión de empresas de menor 
escala, definidas como aquéllas con ingresos de hasta 50 
millones de pesos, así como de la inversión para la 
creación y ampliación de infraestructura de transporte y de 
la inversión en equipo utilizado en el sector energético. 

Con el fin de que esta medida resulte efectiva para 
promover la inversión de forma oportuna, se propone que 
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sea temporal y decreciente. En este sentido, se propone 
establecer que esta medida sólo resultaría aplicable para 
las inversiones realizadas durante 2016 y 2017, siendo 
mayor porcentaje deducible en el primer año. Para ello, la 
tasa de deducción inmediata aplicable se calcularía con 
una tasa de descuento de 3% para inversiones realizadas 
en 2016 y 6% para inversiones realizadas en 2017. 

Así mismo, para que la deducción inmediata se aplique 
durante el ejercicio en que se realiza la inversión, con lo 
que se acelera su efecto, se propone establecer que dicha 
medida será aplicable en los pagos provisionales 
realizados en 2016. Adicionalmente, para que no se 
diferencien proyectos de inversión en los últimos meses de 
2015, se propone permitir a los sectores mencionados 
efectuar la deducción inmediata de las inversiones 
realizadas durante el último cuatrimestre de 2015, 
aplicándola en el pago anual del ISR presentado en 2016. 

De igual manera, Nacional Financiera, Sociedad Nacional 
de Crédito, ha diseñado para Pequeñas y Medianas 
Empresas, un programa que garantice ciertos 
financiamientos que serán otorgados por intermediarios 
financieros a aquellas Pequeñas y Medianas Empresas 
con ingresos superiores de 50 y hasta 250 millones de 
pesos, que realicen inversiones productivas y no reciban el 
beneficio de deducción inmediata, que acrediten estar al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales y 
satisfagan los demás requisitos crediticios, tanto 
normativos como los del intermediario respectivo…”.  

36. Dictamen de la Cámara de Diputados. 

“… SEGUNDA. Esta dictaminadora coincide con el 
Ejecutivo Federal en la conveniencia de incluir una 
disposición de vigencia temporal para que durante los 
ejercicios fiscales de 2016 y 2017, las empresas cuyos 
ingresos anuales no rebasen 50 millones de pesos, las que 
efectúen inversiones en la construcción y ampliación de 
infraestructura de transporte y quienes realicen inversiones 
en las actividades previstas en el artículo 2, fracciones II a 
IV, de la Ley de Hidrocarburos, así como en equipo para la 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 365/2017 
 

20 
 

generación, transporte, distribución y suministro de 
energía, accedan a una deducción inmediata con una tasa 
de descuento del 3% al 6%, respectivamente, así como 
también se coincide en que debe establecer la deducción 
inmediata en los pagos provisionales realizados en el 
ejercicio de que se trate, a los sectores mencionados. 
También se considera conveniente que la deducción 
inmediata se aplique en el último cuatrimestre de 2015, en 
el pago anual del ISR presentado en 2016, con la finalidad 
de que no se difieran proyectos de inversión. 

Lo anterior, considerando los datos del INEGI, de que en 
México existen aproximadamente 4 millones 15 mil 
unidades empresariales, de las cuales 99.8% son PYMES 
que generan 52% del Producto Interno Bruto (PIB) y 72% 
del empleo en el país, por lo que es importante 
instrumentar acciones para mejorar el entorno económico 
y apoyar directamente a las empresas, con el propósito de 
crear las condiciones que contribuyan a su 
establecimiento, crecimiento y consolidación.    

Cabe señalar que la deducción inmediata de inversiones 
de empresas de menor escala, constituye un 
financiamiento que otorga el Gobierno Federal, como parte 
de las acciones que impulsan a dicho sector a 
consolidarse en la economía nacional. Lo anterior, toda 
vez que por sus condiciones económicas, las PYMES no 
pueden acceder fácilmente al financiamiento del Sistema 
Financiero, a diferencia de las grandes empresas que 
pueden obtenerlo sin mayores contratiempos, incluso de 
entidades financieras extranjeras.  

En ese sentido, si bien la deducción inmediata que se 
propone tratándose de empresas dedicadas a la inversión 
para la creación y ampliación de infraestructura de 
transporte y a la inversión de equipo utilizando en el sector 
energético, no se encuentra sujeta a ningún límite de 
ingresos, ello se debe a que este otro grupo de empresas 
a las cuales está dirigida la medida, forma parte de un 
sector que genera un cadena de valor y efectos 
multiplicadores de la economía nacional, además que su 
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operación y desarrollo propician el crecimiento de otras 
empresas vinculadas a las actividades que realizan.  

Por otra parte, esta Comisión Dictaminadora considera 
adecuada la medida que se ve propone de otorgar por 
parte de Nacional Financiera, Sociedad Nacional de 
Crédito, financiamiento a través de intermediarios 
financieros para las Pequeñas y Medianas Empresas con 
ingresos superiores a 50 y hasta 250 millones de pesos, 
siempre que realicen inversiones productivas y no reciban 
el beneficio de deducción inmediata, y que acrediten estar 
al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
fiscales, así como que satisfagan los demás requisitos 
crediticios, tanto normativos como los del intermediario 
respectivo. 

Asimismo, esta Comisión Dictaminadora considera 
correcto que dentro de la fracción III del artículo 
TERCERO de las disposiciones de vigencia temporal de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta se prevean las tablas que 
establecen los porcentajes de deducción que deben 
aplicarse en el caso de que los bienes se enajenen, se 
pierdan o dejen de ser útiles a partir del segundo ejercicio 
a aquél en que se efectuó la deducción inmediata.   

Si bien los Grupos Parlamentarios que integran esta 
Comisión comparten el objetivo de fomentar la inversión 
para este segmento de empresas, dada su importancia en 
la generación de empleos en la economía, se considera de 
manera consensuada  que limitar el acceso a dicho 
beneficio fiscal únicamente a las unidades productivas con 
ingresos de hasta 50 millones de pesos anuales, dejaría 
en desventaja a un segmento de empresas que de 
acuerdo con los criterios de clasificación de la Secretaría 
de Economías califican como pequeñas.  

Para evitar el efecto antes señalado, los Grupos 
Parlamentarios de los Partidos Acción Nacional, 
Revolucionario Institucional, de la Revolución Democrática, 
Verde Ecologista de México, Nueva Alianza y Encuentro 
Social estiman necesario que se amplíe de 50 a 100 
millones de pesos el límite de ingresos para que las micro 
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y pequeñas empresas puedan aprovechar el beneficio de 
la deducción inmediata de las inversiones que realicen y 
con ello mejoren su productividad.  

Con esta medida se lograría incrementar los beneficiarios 
del estímulo en aproximadamente 9 mil empresas 
pequeñas las cuales emplean alrededor de 1.3 millones de 
personas, según la información de los Censos Económicos 
2014 que publica el INEGI. 

Con lo anterior se podría mejorar la competitividad de la 
mayor parte de la estructura productiva del país, la cual 
generalmente tienen acceso al crédito en condiciones 
menos favorables de las que se ofrecen a los grandes 
consorcios empresariales. 

Ahora bien, los Partidos Políticos que integran a esta 
Dictaminadora consideran de suma importancia precisar 
que para efectos de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, la deducción inmediata de la inversión en 
bienes nuevos de activo fijo que se implementa en la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, es un erogación totalmente 
deducible, siempre que se reúnan los requisitos 
establecidos en dicha Ley, y por lo tanto sería totalmente 
acreditable para efectos del impuesto al valor agregado. 
Cabe mencionar que este tratamiento ya estaba previsto 
en la Ley del Impuesto al Valor Agregado, durante la 
vigencia de la deducción inmediata prevista en la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente hasta 2013. En este 
sentido, esta Comisión considera conveniente incluir un 
párrafo en la fracción II del Artículo Tercero de las 
Disposiciones de Vigencia Temporal de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, para establecer que para efectos 
del artículo 5 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, la 
deducción inmediata de las inversiones en bienes nuevos 
de activo fijo se consideran erogaciones totalmente 
deducibles.    

Por lo anteriormente referido, se propone reformar el inciso 
i) de la fracción II, y de adición de un último párrafo a la 
citada fracción II, del Artículo Tercero de las 
DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY 
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DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA del proyecto de 
Decreto que se dictamina, para quedar como sigue. 

Se transcribe.  

(…)”. 

37. Dictamen de la Cámara de Senadores. 

“…TERCERA. Estas Comisiones coincidimos con lo 
planteado por la Colegisladora, y estimamos conveniente 
la aprobación de la Minuta en sus términos. 

A. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

Deducciones personales 

(…) 

Deducción inmediata de inversiones a empresas de 
menor escala y en sectores estratégicos y otras 
medidas de inversión. 

SEGUNDA. Las Comisiones Dictaminadoras estamos de 
acuerdo con que se establezcan medidas para propiciar 
una mayor inversión por parte de los contribuyentes y en 
especial de aquéllos que se consideran sectores 
estratégicos, buscando impulsar su competitividad, y 
facilitar su inserción como proveedores de las cadenas 
productivas, por lo cual coincidimos con el establecimiento 
de la deducción inmediata de inversiones para efectos de 
la Ley del ISR, como una medida de carácter temporal 
aprobada dentro de la Minuta que se dictamina, con la cual 
las empresas que no rebasen los 100 millones de pesos 
anuales de ingresos, las que inviertan en la construcción y 
ampliación de infraestructura de transporte, así como 
quienes inviertan en actividades previstas en el artículo 2, 
fracción II a V, de la Ley de Hidrocarburos o en equipo 
para la generación, transporte, distribución y suministro de 
energía, podrán aplicar una deducción inmediata con una 
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tasa de descuento del 3% y 6% en los ejercicios 2016 y 
2017, respectivamente.  

En ese mismo sentido, consideramos oportuno 
instrumentar la deducción inmediata con otra medida 
aprobada por la Colegisladora, consistente en que para 
efectos del impuesto al valor agregado, la deducción 
inmediata de las inversiones en bienes nuevos de activo 
fijo se considera una erogación totalmente deducible…”. 

38. De esas reproducciones se aprecia, en esencia, que el beneficio fiscal que 

nos ocupa, se concedió a las empresas de menor impacto y ciertos 

sectores estratégicos, se debió a lo siguiente:  

i)  Los micro, pequeños y medianos negocios generan seis de cada diez 

empleos, pero sólo contribuyen con el 19% de la producción nacional, 

lo que se explica por los reducidos niveles de inversión que realizan; 

por tanto, para reconocer la importancia de ese tipo de empresa, se 

propuso adoptar una medida tendente a propiciar que éstas realizaran 

mayores inversiones y, por ende, impulsar su competitividad y facilitar 

su inserción como proveedores de las cadenas productivas. 

ii) Existen sectores que inciden en la competitividad, al impactar en los 

costos de producción, como es la energía, así como la disponibilidad y 

calidad de la infraestructura del transporte, por lo que se proponen 

medidas encaminadas a impulsar esos sectores, en específico, en el 

ámbito de la creación y ampliación de infraestructura de transporte y la 

inversión de equipo utilizado en el sector energético.  

39. En esa medida, dado que para analizar si un estímulo fiscal vulnera el 

principio de equidad tributaria no se requiere de realizar un escrutinio 

estricto, se tiene que la justificación dada para limitar el estímulo fiscal sólo 

a las empresas de menor escala y quienes inviertan en la creación y 
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ampliación de infraestructura de transporte, y en equipo utilizado en el 

sector energético, es suficiente para considerar que el artículo tercero 

transitorio, fracciones II, III y IV,  de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

para dos mil dieciséis no vulnera el principio de equidad tributaria, en 

relación con los demás contribuyentes que hayan adquirido bienes nuevos 

de activo fijo.  

40. Ello se debe a que para el análisis diferenciador de entre los sujetos a 

quienes está dirigido el estímulo que nos ocupa respecto de los restantes 

sujetos que hayan adquirido bienes nuevos de activo fijo, no se requiere de 

una motivación reforzada, sino que el análisis distintivo debe ser laxo 

respecto a las razones expuestas por el legislador para el establecimiento 

de ese beneficio fiscal, a efecto de respetar la libertad de configuración con 

que en el marco de sus atribuciones en esa materia.  

41. De ahí se sigue que, el que tanto las empresas de menor escala y quienes 

inviertan en la creación y ampliación de infraestructura de transporte, y en 

equipo utilizado en el sector energético, como los demás contribuyentes 

que hayan adquirido bienes nuevos de activo fijo puedan encontrarse en 

igualdad de condiciones, en cuanto que ambos adquieren bienes nuevos 

de activo fijo; ello no implica que el legislador haya actuado en 

contravención al principio de equidad tributaria por limitar el beneficio fiscal 

sólo a las empresas de menor escala y quienes inviertan en la creación y 

ampliación de infraestructura de transporte, y en equipo utilizado en el 

sector energético. 

42. Lo anterior se debe a que, del estudio laxo de las causas por lo que lo hizo 

se advierte que se encuentra razonablemente justificado, pues el legislador 

en uso de su facultad establecida en los artículos 25, 26 y 28 de la 
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Constitución General, decidió establecer de forma restringida por el tiempo 

y a ciertos sectores el beneficio fiscal de deducción inmediata de bienes 

nuevos de activo fijo, lo que demuestra que se trata de una justificación 

válida, a partir de la observación que hizo el órgano facultado para la 

creación, modificación y derogación de los estímulos fiscales. 

43. De lo anterior se sigue que, contrario a lo afirmado por las recurrentes, la 

disposición reclamada sí encuentra justificación constitucional que permite 

concluir que no vulnera el principio de equidad tributaria, en función de que 

la medida establecida pretende beneficiar a un sector de la industria; sin 

que sea viable que este Alto Tribunal deba analizar si la medida 

establecida por el legislador se cumple o no a efecto de concluir que no es 

razonable ni proporcional la medida adoptada por el legislador.  

44. Ello se debe a que, como antes se dijo, el escrutinio de las razones del 

legislador por este Alto Tribunal es poco estricto, so pena que sustituya la 

función de los legisladores a quienes corresponde analizar si las políticas 

implementadas para desarrollar o apoyar cierto sector de la industria son 

las mejores o resultan necesarias, y así no vulnerar la libertad política del 

legislador. 

45. Incluso, de las consideraciones expuestas por el legislador no se advierte 

que haya tenido como finalidad hacer un uso distorsionado de la 

discrecionalidad que los artículos 25, 26 y 28 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos otorgan en esa materia a dicho órgano 

legislativo, dado que su finalidad fue solamente para incentivar ciertas 

áreas de la industria (micro, pequeñas y medianas empresas y ciertos 

sectores que inciden en la competitividad, como es la energía y la 

infraestructura del transporte), lo que justifica que ese beneficio fiscal no se 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 365/2017 
 

27 
 

hubiera hecho extensivo a los restantes contribuyentes que hayan 

adquirido bienes nuevos de activo fijo8. 

46. Consecuentemente, los agravios que nos ocupan son infundados, en 

tanto que el artículo tercero, fracciones II, III y IV, de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta para dos mil dieciséis no vulnera el principio de equidad 

tributaria. 

47. En esos términos esta Primera Sala resolvió el amparo en revisión 

125/20169 y con similares consideraciones el amparo en revisión 

21/201710. 

48. II. Principio de rectoría económica y desarrollo integral. 

49. Las recurrentes aducen que la Jueza de Distrito indebidamente consideró 

como inoperante el argumento que hizo valer en que la norma reclamada 

vulneraba el principio de rectoría económica del Estado y el derecho 

humano de desarrollo integral, en tanto que dijo que se buscaba demostrar 

la inconstitucionalidad de la norma, en función de la incidencia económica. 

                                                           
8 Tal decisión se robustece con la tesis 1a. XCV/2010 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, página 251 de rubro y texto siguientes: “ESTÍMULOS 
FISCALES. EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, FRACCIONES I Y II, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2009, NO VIOLA LA GARANTÍA DE IGUALDAD. La elección 
del Congreso de la Unión de los beneficiarios del estímulo fiscal contenido en el citado precepto, no revela 
expresión de un uso distorsionado de la discrecionalidad que los artículos 25, 26 y 28 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos otorgan en esa materia a dicho órgano legislativo, dado que no fue producto de una 
elección arbitraria o de exceso de poder. Por el contrario, la determinación del Congreso de la Unión de los 
destinatarios del estímulo fiscal fue justificada al considerar que ciertas áreas de la economía, como son los 
sectores agrícola, ganadero y pesquero, deben fomentarse por ser de interés general, así como que deben 
promoverse el crecimiento y desarrollo económico del país, con el fin de alcanzar una mejor distribución del ingreso 
y riqueza, al otorgar un impulso a esos sectores, con el consecuente beneficio social en términos de los referidos 
artículos constitucionales de conformidad con el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. De lo anterior se sigue 
que el artículo 16, apartado A, fracciones I y II, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 
2009, no viola la garantía de igualdad contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos”. 
9 En sesión de 23 de agosto de 2017, por unanimidad de 5 votos. 
10 En sesión de 30 de agosto de 2017, por unanimidad de 4 votos, ausente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
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50. Que entonces analizó incorrectamente su tercer concepto de violación, en 

el cual no se impugnó el efecto que en la economía podría ocasionar la 

norma reclamada, y que su concepto de violación lo planteó en relación 

con los derechos en comento, porque a través de la norma reclamada el 

Estado no cumplía con su obligación de proveer condiciones para el 

desenvolvimiento del sector privado ni contribuía al desarrollo económico 

social al impedir el acceso a dicho beneficio a determinados 

contribuyentes. 

51. Por último, que al considerar las recurrentes que su agravio sí era 

operante, era ilegal que se hubieran desestimado las pruebas ofrecidas 

por las quejosas ahora recurrentes.   

52. El argumento antes sintetizado es inoperante, porque en el fallo 

impugnado se dijo que: i) las quejosas reclamaban el artículo tercero 

transitorio, fracciones II, III y IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta para 

dos mil dieciséis en función del impacto económico que les generaba, lo 

que no podría ser propio de un estudio jurídico; y, ii) que ese argumento 

derivaba de una situación particular de ellas y no de la generalidad, lo que 

era indispensable para poder analizar la constitucionalidad de la norma. 

53. Sin embargo, las recurrentes sólo se refieren a la primera parte de lo 

decidido en la sentencia impugnada (incidencia económica), pero dejan de 

ocuparse de la segunda parte del fallo, referente a que el argumento de las 

quejosas parte de un aspecto particular que no puede dar lugar a la 

inconstitucionalidad de la norma reclamada, pues para ello requiere que 

los razonamientos se estructuren sobre circunstancias generales.  

54. Por tanto, esa parte de la sentencia debe quedar incólume, en virtud de 

que no es desvirtuada por argumento alguno que hubieran formulado las 
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recurrentes; de ahí se sigue que deben declararse inoperantes las 

proposiciones hechas valer en el agravio del que se ocupa, pues la 

decisión que ha quedado firme es suficiente para sustentar el sentido del 

fallo recurrido. Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 85/2008 

de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON 

AQUELLOS QUE SÓLO PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN COMBATIR LAS 

CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA” 11. 

55. III. Principio de libre concurrencia. 

56. Las recurrentes afirman que la Jueza de Distrito al pronunciarse sobre el 

planteamiento de que la norma reclamada vulneraba el principio de libre 

concurrencia se limitó a reiterar las consideraciones que realizó al 

momento de analizar el principio de equidad tributaria; además que no 

analizó sistemáticamente todos los conceptos de violación, pues de lo 

contrario habría advertido que la norma reclamada impide la libre 

concurrencia al colocar en una situación de franca desventaja a aquellos 

contribuyentes que también realizaron inversiones nuevas en activo fijo 

durante el período correspondiente, impidiéndoles efectuar la deducción 

                                                           
11 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 
2008, página 144 de texto siguiente: “Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado reiteradamente que 
una de las modalidades de la inoperancia de los agravios radica en la repetición de los argumentos vertidos en los 
conceptos de violación. Al respecto, conviene aclarar que si bien una mera repetición, o incluso un abundamiento 
en las razones referidas en los conceptos de violación, pueden originar la inoperancia, para que ello esté justificado 
es menester que con dicha repetición o abundamiento no se combatan las consideraciones de la sentencia del juez 
de distrito. Este matiz es necesario porque puede darse el caso de que el quejoso insista en sus razones y las 
presente de tal modo que supongan una genuina contradicción de los argumentos del fallo. En tal hipótesis la 
autoridad revisora tendría que advertir una argumentación del juez de amparo poco sólida que pudiera derrotarse 
con un perfeccionamiento de los argumentos planteados ab initio en la demanda. Sin embargo, también puede 
suceder que la repetición o abundamiento de los conceptos de violación no sea más que un mero intento de llevar 
sustancia a la revisión, siendo que las razones sostenidas tanto en los conceptos de violación como en los agravios 
ya fueron plenamente respondidas por el juzgador. En estos casos, la autoridad revisora debe cerciorarse de que 
el fallo recurrido presenta una argumentación completa que ha contestado adecuadamente todos los 
planteamientos de la demanda de amparo, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo, para estar en aptitud de 
declarar la inoperancia de los agravios al concluir que aun cuando el recurrente intenta abundar o profundizar sus 
conceptos de violación, con ello no combate la ratio decidendi del fallo recurrido”. 
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inmediata de dichas inversiones y, por lo tanto, reconocer la totalidad de la 

erogación correspondiente en el mismo ejercicio que las efectuaron, pues 

otorga un estímulo fiscal a un limitado número de contribuyentes, y no así 

al resto de contribuyentes que se encuentran en situación similar que 

hubiesen realizado dichas inversiones durante el periodo anterior. 

57. El argumento de agravio resulta infundado. 

58. Contrario a lo señalado por las quejosas recurrentes, la Jueza de Distrito al 

emitir la sentencia recurrida sostuvo que era infundado el concepto de 

violación relativo a que la norma combatida impedía la libre concurrencia al 

colocar a la peticionaria en una situación de desventaja respecto de 

aquellos contribuyentes que sí se les permitía efectuar la deducción 

inmediata de las inversiones en activos fijos. 

59. Pues sostuvo que, por una parte, competían en igualdad de condiciones 

todos aquellos contribuyentes que pertenecían a los sectores estratégicos 

de transporte y energía, que realizaban inversiones en construcción y 

ampliación de infraestructura o para las actividades previstas en el artículo 

2, fracciones II, III, IV y V, de la Ley de Hidrocarburos y en equipo para la 

generación, transporte, distribución y suministro de energía. Es decir, que 

en los sectores señalados todos los contribuyentes se encontraban en una 

situación de igualdad, por lo que el estímulo fiscal de mérito no generaba 

desventaja alguna para ellos, en virtud de que todas las empresas 

pertenecientes a estos rubros podían deducir de igual manera sus 

inversiones.  

60. Sin que los contribuyentes pertenecientes a otros sectores fueran 

afectados, pues precisamente al pertenecer a un sector diverso no se 

encontraban en desventaja alguna, ya que no eran competidores.  



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 365/2017 
 

31 
 

61. Y por lo que hacía a los contribuyentes que obtuvieron ingresos propios de 

su actividad empresarial en el ejercicio inmediato anterior hasta por 

$100,000,000.00 (cien millones de pesos moneda nacional), tampoco se 

encontraban excluidos de ese grupo, en la medida en que tenían ingresos 

superiores a estos, por lo que se presuponía que contaban con mayores 

recursos para competir en el mercado, sin que el estímulo fiscal reclamado 

les generara un perjuicio de proporción considerable en su contra. 

62. De ahí que contrario a lo expuesto por las quejosas recurrentes, la Jueza 

de Distrito dio respuesta a lo que en realidad le plantearon en el concepto 

de violación, refiriéndose al aludido principio de libre concurrencia, pero no 

al estudio de equidad tributaria como le refieren las recurrentes. 

63. En adición a lo anterior, cabe señalar que las recurrentes no controvierten 

las razones que dio la jueza, específicamente en cuanto a que al 

pertenecer a diversos sectores respecto de aquellos contribuyentes a 

quienes se dirigía el estímulo fiscal, no generaba desventaja, en tanto que 

no eran competidores. 

AGU 


